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ACCIÓN DE HÁBEAS CORPUS. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la acción de hábeas corpus interpuesta a fs. 5 y vta.. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la acción de hábeas corpus presentada por el interno penado, si las 
conjeturas que formula no atañen a las condiciones de su privación de libertad física, sino a su mera voluntad 
de revisión por parte de la Corte respecto a su situación procesal referida a la ejecución de la pena que se le 
impuso y además, no consta el agotamiento de las vías administrativas que diluciden sobre el error que funda 
el presentante respecto al tiempo transcurrido entre la anterior petición sobre conmutación de pena y el actual, 
por lo cual el planteo carece de vinculación con situaciones de detrimento o amenaza de restricción de liber-
tad. (Del voto de los Dres. Kauffman, Díaz, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo). 
              El remedio del hábeas corpus, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento ex-
cepcional, residual y de concesión restrictiva, sólo viable en aquéllos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad 
evidentes, que no requieran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una ga-
rantía a derechos de raigambre constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria. 
             Corresponde el rechazo de la acción de habeas corpus, si de las constancias de la causa no surge que 
con la decisión de desestimar el pedido de conmutación de pena del actor, fundada en precisas disposiciones 
del Decreto nº 648/96 se ocasione un perjuicio irreparable a los derechos que invoca, ni que ese acto adolezca 
de arbitrariedad manifiesta o fuese claramente irrazonable con arreglo a la atribución conferida al Poder Eje-
cutivo por el artículo 144 inciso 5º de la Constitución Provincial. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Ca-
talano y Cornejo). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “ARANCIBIA, EDGARDO RUBÉN – HÁBEAS CORPUS” (Expte. Nº CJS 
36.033/12) (Tomo 184: 469/476 – 28/noviembre/2013). 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad; opción (Ley 7690); actuaciones sujetas a distintos regímenes proce-
sales.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del ex Juzgado Correccional y de Garantías de 
Tercera Nominación para intervenir en autos. 
DOCTRINA: De la interpretación armónica y sistemática de las normas de implementación, que aseguran el 
cumplimiento de la garantía constitucional del juez natural y los principios de juicio único, sentencia única, 
celeridad y economía procesal, surge que cuando se sustancien causas conexas y algunas de ellas hayan ini-
ciado de acuerdo a la Ley 6345 y modificatorias, éstas se acumularían de conformidad con lo establecido en 
los arts. 50 y 51 de la Ley 7690 y seguirán tramitándose según esta última ley, con la excepción de si dicha 
acumulación implicare un grave perjuicio a los procesos, evitándose así los entorpecimientos que pudiere 
acarrear la tramitación de diversas causas ante distintos tribunales, diversos fiscales y regímenes procesales 
disímiles. 
            Por las reglas de conexidad se hace posible la unificación de oficio y la acumulación de las causas 
cuando ésas son conexas, es decir cuando se vinculan entre sí los objetos o se persigue al mismo sujeto. Es 
criterio, primero, de economía procesal en cuanto evita la multiplicidad de trámites, y después, de unidad 
jurisdiccional en cuanto previene pronunciamientos contradictorios. 
             De existir causas conexas, la opción debe ser formulada para todas. 
             Al unificar los procesos bajo una misma ley procesal se evitan trámites procesales distintos y además, 
tratándose de una situación propia de la etapa transitoria entre dos códigos procesales, los jueces, dentro de 



sus facultades y en el marco de la ley pueden disponer los actos que resulten menester para adecuar el trámite 
de las causas.  
             Debe procederse a la acumulación de las causas si de sus constancias surge que la investigación penal 
de los hechos denunciados se encuentra en su etapa inicial, por lo que no se advierte que su acumulación a las 
otras causas seguidas contra el imputado implique un grave entorpecimiento al proceso.  (Del voto de los 
Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 
             Es extemporánea la opción formulada en los expedientes acumulados si se han excedido los quince 
días acordados desde la entrada en vigencia de la Ley 7690 en la causa inicial, en tanto allí no consta notifica-
ción sobre la citación que se le cursó al acusado para prestar declaración indagatoria, razón que impide hacer 
extensiva aquella opción a otras causas, máxime que el Anexo I, punto IV, apartado 4to. de la Acordada 
11197 establece que de existir causas conexas, la opción debe ser formulada para todas. (Del voto de la Dra. 
Kauffman). 
              No procede la acumulación de causas con otras en que se habría ejercido la opción, si se trata de 
actuaciones sujetas a diferentes regímenes procesales. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli    CAU-
SA: “INCIDENTE DE PLANTEAMIENTO DE DECLINATORIA PRESENTADA POR 
EL DR. PEDRO OSCAR GARCÍA CASTIELLA – PIEZAS PERTENECIENTES - COM-
PETENCIA” (Expte. N° CJS 35.943/12) (Tomo 184: 563/572 – 28/noviembre/2013) 
 
COMPETENCIA PENAL. Participación de mayores y menores de edad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Primera 
Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la causa. 
DOCTRINA: Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturale-
za del delito y sus circunstancias particulares, según un juicio proyectivo de mera probabilidad y con prescin-
dencia de la calificación jurídica que pudieran haber anticipado los jueces en disputa. 
        Si en el hecho se investiga a un menor y no es posible excluir la existencia de encubrimiento o parti-
cipación de mayores, al haber omitido el tribunal declinante corroborar las edades a través de las partidas 
pertinentes expedidas por el Registro Nacional del Estado Civil y Capacidad de las Personas, la sola posible 
participación de personas mayores de edad en la comisión del delito es circunstancia decisiva para la radica-
ción de la causa en el juzgado de competencia mayor. (Del voto de los Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Cata-
lana y Cornejo). 
              Si en la causa no obran constancias del cumplimiento de las diligencias peticionadas en orden a co-
rroborar la edad de todos los involucrados y los elementos agregados permiten concluir que no sólo se han 
formulado imputaciones concretas hacia personas menores de edad sino también a mayores, esa circunstancia 
amerita que el desarrollo investigativo lo sea por parte del órgano con competencia ordinaria. (Del voto de los 
Dres. Kauffman y Díaz.) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CAMPOS, ANTONIO RUBÉN – ROBO CALIFICADO – CARDOZO, 
MARTINA Y BARROZO, KAREN – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” 
(Expte. Nº CJS 36.679/13) (Tomo 184: 753/760 – 18/diciembre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Reenvío; haber dictado sentencia en la causa. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las inhibiciones formuladas por el Sr. Presidente de la Corte de Justi-
cia Dr. Guillermo Alberto Posadas y los Sres. Jueces de Corte Dres. Guillermo Alberto Catalano, Abel Corne-
jo y Fabián Vittar. II. DECLARAR abstracto el planteo de excusación del Dr. Gustavo Adolfo Ferraris, al no 
ser ya integrante de la Corte de Justicia. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar las excusaciones de los señores Jueces de Corte fundadas en que han sus-
crito la sentencia que declaró formalmente inadmisible el recurso de casación y la resolución que denegó el 
recurso extraordinario federal, y existe reenvío al ser devueltos los autos por la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación para que se dicte nuevo fallo, porque ello encuadra en el motivo previsto en el artículo 51 inciso 1º 
del Código Procesal Penal (texto según ley 6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Samsón –Jueces de Corte-, Abel Fleming, Mónica Faber, Víctor Pancio, 
Raúl Román –Jueces del Tribunal de Impugnación llamados a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli    CAU-
SA: “C/C MONTIVERO, HUGO CÉSAR – RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. Nº CJS 
34.122/10) (Tomo 184: 891/894 – 30/diciembre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. Amistad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 237 por el señor Juez de Corte Dr. 
Abel Cornejo.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado si los motivos que invoca configuran la 
causal de violencia moral, incorporada por la Ley 7262 al ordenamiento procesal aplicable al caso (art. 51 inc. 
13 de la Ley 6345 y modificatorias) en virtud de la expresa remisión contenida en el art. 36 de la Ley 7716 al 



regular el trámite del recurso de casación durante el período de implementación progresiva del nuevo Código 
Procesal Penal (Ley 7690). 

En materia de inhibición, las razones invocadas por los magistrados, cuando no se consideran en li-
bertad de opinión para dictar sentencia, deben ser evaluadas con amplitud. Los conceptos de decoro o delica-
deza indicados en la norma procesal han de ser analizados sin violentar el fuero íntimo subjetivo que ha lleva-
do al magistrado a expresar la necesidad de su apartamiento. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catala-
no, Díaz, Ferraris)  
              Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca haber tenido amistad con uno de los 
interesados en la causa, pues ello constituye una circunstancia objetiva prevista en el artículo 53 inc. n) del 
Código Procesal Penal 
           La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, estable-
cido en los artículos 8º inciso 1º del Pacto de San José de Costa Rica y 14.1 del Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, de rango constitucional en nuestro derecho, conduce a interpretar razonablemente las 
normas relativas a la inhibición de magistrados y funcionarios, de manera que la invocación de situaciones 
que en lo sustancial son las previstas por la ley, permita el apartamiento de quienes resultan en ellas compren-
didos. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris    DOCTRINA: Dra. Galli    CAU-
SA: “CARRAL DE ERAZÚ, MARTHA NELVA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.991/12) (Tomo 184: 241/246 – 26/noviembre/2013) 
 
HONORARIOS. Casación, pautas regulatorias. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales de la Dra. Ana Rosario Alaniz en la 
suma de $ 1.500 (pesos un mil quinientos), por su labor desarrollada en la presente instancia. 
DOCTRINA: La letrada, ejerciendo la defensa técnica de Franco Ezequiel Jaime, presentó el informe de fs. 
270/271, con motivo del recurso de casación interpuesto a fs. 245/246 vta. por la Sra. Fiscal. 

Corresponde efectuar el cálculo de los honorarios de la letrada defensora del imputado que  presentó 
el informe del recurso de casación, de acuerdo a las pautas indicativas de los artículos 31, 4º incs. b), c) y d) y 
5º del Decreto Ley 324/63, de conformidad con lo establecido por los artículos 15 de la Ley 6730 y 1º del 
Decreto 1173/94 y, atento la remisión dispuesta por el art. 548 del Código Procesal Penal (texto según Ley 
6345 y modificatorias). Ello implica ponderar el mérito jurídico, la eficiencia de la labor desarrollada, su 
extensión, la complejidad de la cuestión como así también el resultado obtenido y demás factores de legal 
cómputo. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar,  Catalano, Cornejo, Díaz,  Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: C/C JAIME, FRANCO EXEQUIEL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
34.438/11) (Tomo 184: 701/704 – 28/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de 
Policía. Prescripción de la acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA:  I. HACER LUGAR a la queja deducida a fs. 16/18 y tener por admisible el recur-
so de casación interpuesto en el expediente principal. II. SUSPENDER el trámite previsto en el art. 36 de la 
Ley 7716 y ordenar que bajen los autos al ex Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a 
fin de que se expida sobre la prescripción de la acción contravencional. 
DOCTRINA: Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite 
del recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación, confirma la sanción impuesta por el 
Jefe de Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida 
sobre la vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Ferraris y Vittar) 
               Si de acuerdo a las constancias de la causa la acción contravencional posiblemente se encuentre 
prescripta, corresponde suspender el trámite del recurso deducido a fin de que el trámite previo, relativo a la 
causal extintiva de la acción, sea objeto de consideración por parte del juzgado de origen, al que corresponde 
devolver las actuaciones en el estado en que se encuentran. 

Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir.  

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. (Del voto de los Dres. Posadas y Catalano) 
               Es formalmente admisible el recurso de inconstitucionalidad deducido contra la resolución que con-
firma la sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si media en la impugnación un concreto planteo de arbi-
trariedad, relativo a determinar cuáles actos procesales deben considerarse como causales de interrupción de 
la prescripción de la acción en materia contravencional. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
              Corresponde dictar el sobreseimiento, si de las constancias de la causa surge que la acción ya se 
encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la acción contra-
vencional.          



En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: C/C CRUZ, GABRIELA; CARRASCO, MAXIMILIANO; CUTIPA, GERMÁN; 
MOLINA, MARGARITA; BORJAS, ADRIANA; ARROYO, ELIANA; CABANA, MA-
RIA; TORRES, NORMA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº 
CJS 36.107/12) (Tomo 184: 99/118 – 26/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Cuestión abstracta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión planteada a fs. 128/131 vta.. 
DOCTRINA: Corresponde declarar abstracta la cuestión planteada por el fiscal en la queja por recurso de 
casación denegado, interpuesto contra el pronunciamiento que rechazó el pedido de allanamiento solicitado 
con el fin de detener al imputado, si en el presente estado de la causa, obra resolución del tribunal de juicio 
que declaró extinguida por prescripción la acción penal sobreseyendo al imputado. 

Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han 
quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Samsón, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GUILLÉN, JUAN CARLOS – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DE-
NEGADO” (Expte. Nº CJS 35.887/12) (Tomo 184: 1045/1050 – 04/febrero/2014) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Incumplimiento de recaudos formales estableci-
dos en la Acordada 11224 de la Corte; ausencia de sentencia definitiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
9/14 vta.. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si el presentante no ha 
dado cumplimiento al requisito de interposición establecido en el inciso 7º del punto I de la Acordada 11224, 
de acompañar copia de la cédula de notificación debidamente diligenciada. 
      No procede la queja por denegación del recurso de casación y corresponde rechazarla, si la resolu-
ción que se pretende revertir no es sentencia definitiva ni equiparable a tal. 
            La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas 
necesarias para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre el recurso. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “ROMERO, CLARA INÉS – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGA-
DO” (Expte. Nº CJS 36.565/13)   (Tomo 184: 961/966 –  04/febrero/2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Abuso sexual gravemente ultrajante, principio de libertad probatoria, víctima 
menor de edad. Tipicidad, planteo de inconstitucionalidad de la pena privativa de libertad prevista en el 
artículo 119, cuarto párrafo del Código Penal: interés superior del niño. 
CUESTION RESUELTA:  I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 607/613 
vta. y, en su mérito, establecer que la condena impuesta a Marcelo Alejandro Nieva lo es a siete años de pri-
sión por el delito de abuso sexual gravemente ultrajante (art. 119, 2do. párrafo del C.P.) y confirmar en todo 
lo demás la sentencia de fs. 574 y vta., cuyos fundamentos obran a fs. 576/597. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de abuso sexual gravemente ultrajante, si el tribu-
nal de juicio tuvo por probado que el acusado abusó sexualmente de una menor, sin consumar un acceso car-
nal, en reiteradas oportunidades y durante un largo período de tiempo aprovechándose de su calidad de con-
cubino de la madre de la víctima y de la creencia de ella relativa a su paternidad, a partir del relato de la me-
nor sobre los sometimientos padecidos que goza de coherencia argumental y encuentra aval en otros testimo-
nios que resultan, en lo esencial, coincidentes entre sí, por lo cual la existencia del hecho investigado y la 
autoría del acusado deben ser afirmados en grado de certeza por aplicación de las reglas que rigen la forma-
ción de convicción. 
        El principio de libertad probatoria permite que la solidez de un testimonio pueda, por sí, dar sustento 
a un pronunciamiento condenatorio o servir de base a la demostración en grado de certeza sobre un determi-
nado extremo del hecho, lo cual es plenamente aplicable a delitos de índole sexual. 
            El carácter gravemente ultrajante del abuso sexual resulta de la prolongación o la naturaleza objetiva 
de los actos sexuales desarrollados por el agente, que poseen una desproporción con el tipo básico y producen 
en la víctima una humillación más allá de lo que normalmente se verifica con el abuso en sí. 
             Existe un abuso sexual gravemente ultrajante, si se ha verificado una situación de poder del acusado 
sobre la víctima que tradujo un dominio, mantenido en el tiempo, de su conducta sexual, que se manifestó 
mediante ataques particularmente degradantes y vejatorios que, además de violentar su identidad sexual, im-



plicaron un menoscabo a su dignidad como persona, tanto por su duración como por las circunstancias de 
comisión. 
             Si el tribunal en la sentencia declara la inconstitucionalidad de la pena privativa de libertad prevista 
en el artículo 119, cuarto párrafo del Código Penal y a la vez aplica las circunstancias agravantes de sus inci-
sos b) y f) en oposición a tal declaración y sometida a una escala construida vía judicial, ello resulta incorrec-
to y, en consecuencia, el hecho probado en la causa debe ser subsumido en la figura básica prevista en el 
segundo párrafo del artículo 119 del Código Penal y adecuarse la pena. 
            La tipicidad cumple una función de garantía respecto al acusado evitando la arbitrariedad y los exce-
sos en el castigo y, a la vez, legitima y autoriza la reacción estatal, asegurando a la sociedad que el delito será 
reprimido en la justa medida determinada en abstracto por el margen penal imponible, resultado apriorístico e 
inmutable del grado y la cantidad retributiva que merece la concreta infracción. 
            Le está vedado al órgano jurisdiccional sustituir al legislador y convertirse “ipso facto” en lo pactado en 
el Congreso de la Nación, creando el derecho posterior al hecho de la causa. 
             Es correcta la condena civil, si ha sido impuesta como accesoria ante la verificación del hecho y resul-
ta absolutamente razonable frente a los daños ocasionados. 
             Lo referente al monto de la indemnización debida a la víctima de un delito es, en principio, de resorte 
exclusivo de los jueces de la causa en los términos del artículo 29 del Código Penal, es decir, integra lo que 
constituyen los poderes discrecionales del tribunal de sentencia, siempre que ellos sean ejercidos dentro de los 
límites de la autorización legal.(Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Figueroa) 
             En casos de abuso sexual de menores no se debe acotar la conducta del causante en la libido, dado 
que la integridad sexual no se tutela sólo desde dicha óptica, que por estricta puede generar mayores distur-
bios, sino en la falta absoluta de libertad de la víctima, que por su propia condición, no sólo no tenía el discer-
nimiento indispensable, sino que las consecuencias sobre su personalidad y equilibrio psíquico pueden ser 
determinantes para el resto de su vida, dejándole secuelas indelebles. 
             Le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el esclareci-
miento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente con el testimonio de la 
víctima, siempre y cuando, ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determi-
narán que le sea asignada credibilidad. 
             En el plus objetivo exigido por la agravante del párrafo segundo del artículo 119 del Código Penal se 
permite incluir situaciones de ultraje grave que no lleguen a la penetración. 
             La motivación es la base del reproche de culpabilidad por el acto: el motivo funda un mayor o menor 
reproche en razón directa con la intensidad de la conducta ilícita. De allí es que el artículo 41 del Código 
Penal proporciona las bases utilizables por el juez para fijar la pena en cada caso, teniendo en cuenta las cir-
cunstancias referidas a la conducta delictiva y las relativas a la personalidad del delincuente. 
             En principio, lo referente a la determinación del monto de la indemnización debida a la víctima de un 
delito, conforme al art. 29 del C.P., es del resorte exclusivo de los jueces de los hechos, es decir, integra lo 
que constituyen los poderes discrecionales del tribunal de sentencia y se encuentra excluido del control de 
casación que corresponde a esta Corte, siempre que los mismos sean ejercidos dentro de los límites de la 
autorización legal. (Del voto del Dr. Abel Cornejo) 
             La instancia de inconstitucionalidad de la defensa técnica del acusado respecto de la escala de pena 
prevista para los incisos b) y f) del cuarto párrafo del artículo 119 del Código Penal, a la cual el tribunal de 
juicio hiciera lugar, carece de trascendencia respecto de la concreta decisión adoptada si se aplicó un monto 
de pena que luce razonable debido a las circunstancias agravantes y atenuantes valoradas. 

El control de constitucionalidad sólo debe ser ejercido cuando la repugnancia con la cláusula consti-
tucional que se invoca es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable, debiendo resolverse cualquier duda a 
favor de la constitucionalidad. 
             El monto de pena fijado no resulta desproporcionado o arbitrario, si las circunstancias agravantes 
fueron explicitadas y correctamente ponderadas conforme los parámetros de los artículos 40 y 41 del Código 
Penal en el caso concreto y, sin embargo, el tribunal de juicio, en los hechos, terminó aplicando el mínimo de 
la escala que prevé el Código de Fondo para el delito agravado reprochado. 

Si han sido mayores en cantidad y más serias las circunstancias agravantes evaluadas por el tribunal 
en el caso, debe revocarse la declaración de inconstitucionalidad decidida en el fallo y ratificar la calificación 
del hecho, la condena y el concreto monto de punición dispuestos contra el imputado. 
            No corresponde analizar la condena civil, si más allá del pedido expreso de que sea revocada, no fue 
objeto de agravio alguno por parte del recurrente. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
               El abuso sexual infantil agravado por la guarda supone la existencia de una relación de poder sobre 
los niños y niñas ejercido por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual la abusada no tiene 
posibilidades efectivas de manifestar su consentimiento. Es por tal razón que cuando se aborda un supuesto de 
abuso sexual infantil es necesario tener en cuenta, al momento de valorar los hechos y la prueba rendida, que 
nos encontramos frente a un fenómeno delictivo de características especiales porque estos hechos no son 
normalmente públicos sino que acontecen en la esfera privada, en la intimidad y sin testigos. 
           Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual psíquica y moral. Cuan-
do exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños o adolescentes, frente a otros derechos e 
intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros. 



           Debe confirmarse la sentencia y la pena impuesta, en tanto condena al acusado como autor responsa-
ble del delito de abuso sexual gravemente ultrajante calificado por la guarda y por ser cometido contra menor 
de dieciocho años con aprovechamiento de la situación de convivencia, por ser ajustada a la norma penal 
aplicable y a las normas internacionales protectorias de los menores. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman –Jueces de Corte- y Adolfo Figueroa 
–Juez Tribunal de Impugnación llamado a integrar-.    DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C NIEVA, 
MARCELO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.736/11) 
(Tomo 184: 443/468 – 28/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 39/42. II. OR-
DENAR que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que se expida sobre la prescripción de la acción 
contravencional. 
DOCTRINA: Si de acuerdo a las constancias de la causa la acción contravencional posiblemente se encuentre 
prescripta corresponde suspender el trámite del recurso deducido a fin de que el trámite previo, relativo a la 
causal extintiva de la acción, sea objeto de consideración por parte del juzgado de origen, al que corresponde 
devolver las actuaciones en el estado en que se encuentran. 

Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir.  

El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano) 
              Es formalmente inadmisible el recurso de inconstitucionalidad deducido contra la resolución que 
confirma la sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del 
voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
              Corresponde dictar el sobreseimiento, si de las constancias de la causa surge que la acción ya se 
encuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la acción contra-
vencional.          

En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin 
hesitación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto 
del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli 
  CAUSA: C/C RODRÍGUEZ FIGUEROA, ALEJANDRA CONSTANZA O RODRÍ-
GUEZ, GUSTAVO ALEJANDRO Y RÍOS, FRANCO ISMAEL O RÍOS, EDUARDO 
DANIEL O RÍOS, MAURO NICOLÁS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
36.327/13) (Tomo 184: 169/184 – 26/noviembre /2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual agravado por la convivencia preexistente, víctima 
menor de edad, concurso real, consentimiento de la víctima, certeza para condenar. Individualización de la 
pena. Interés superior del niño. 
 CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 349/352 vta.  II. 
HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 353/357 vta. y, en su mérito, condenar a Héctor 
Rubén Orquera como autor penalmente responsable del delito de abuso sexual con acceso carnal en concurso 
real –tres hechos- (arts. 119 párrafo tercero y 55 del Código Penal) y ordenar que bajen los autos al tribunal de 
origen para que proceda a adecuar la pena impuesta de conformidad con lo precisado en el considerando 3º 
del último voto. 
DOCTRINA: El abuso sexual infantil agravado por la convivencia supone la existencia de una relación de 
poder sobre los niños y niñas ejercido por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual la abusada 
no tiene posibilidades efectivas de manifestar su consentimiento. Cuando se aborda un supuesto de abuso 
sexual infantil es necesario tener en cuenta, al momento de valorar los hechos y la prueba rendida, que nos 
encontramos frente a un fenómeno delictivo de características especiales porque son hechos que acontecen en 
la esfera privada, en la intimidad y sin testigos. De allí que las declaraciones de la víctima unidas a los infor-
mes psicológicos de la misma y del imputado adquieran particular relevancia. 

La conclusión a la que arriba el tribunal de juicio para la calificación del delito como abuso sexual 
con el consentimiento de la víctima agravado por la convivencia preexistente, no resulta ajustada a derecho si 
no se ha valorado la prueba obrante en la causa en base a la sana crítica racional, y ha basado sus conclusiones 
en la “seducción” ejercida por el abusador sin existir pruebas concretas de ella mientras que, por el contrario, 
se encuentra acreditado que la menor no consintió los abusos sufridos en ninguna de las tres oportunidades en 
las que fue accedida sexualmente y que los abusos le causaron un grave daño psicológico. 

Si la convivencia del imputado con la menor en reiteradas oportunidades, debido a la relación estre-
cha de ambas familias, ha quedado plenamente acreditada por los dichos del propio imputado, tales circuns-



tancias facilitaron la comisión del hecho, por lo cual la aplicación de la agravante por la convivencia se ajusta 
a derecho. 

Resulta aplicable la regla del concurso real, si las marcadas diferencias de las circunstancias objeti-
vas de las conductas realizadas por el acusado de tres hechos de abuso sexual, determinan una total indepen-
dencia entre sí, dado que si bien participan idénticos sujetos, pasivo y activo, las circunstancias de tiempo, 
modo y lugar fueron diferentes. 

El superior interés del niño es el que debe regir en todas las decisiones que recaigan cuando las 
víctimas sean niñas, niños o adolescentes. 

La particularidad de los menores está dada por no tratarse de seres completamente desarrollados en 
sus aspectos biológicos, psíquicos y sociales, por lo que el derecho que los ampara se debe considerar con una 
orientación tuitiva que se muestre presente en todo momento y que se convierta, a la vez, en principio inter-
pretativo. (Del voto de los Dres. Kauffman y Vittar) 
              El fallo no presenta incongruencias sustanciales ni defectos de motivación que lo hagan pasible de 
nulidad, sino vicios de subsunción normativa y ponderación fáctico-jurídica y probatoria que se debe corregir 
en casación.  

Se deben desestimar las alegaciones defensivas en orden a la supuesta experiencia sexual de la menor 
y a que las relaciones sexuales con el acusado fueron consentidas por ella, pues además de la irrelevancia 
dogmática de tales afirmaciones por las edades de víctima y victimario, en el caso se empleó intimidación y 
fuerza física para anularla psíquicamente mediante amenazas a fin de doblegar su voluntad y aniquilar su 
capacidad de reacción y resistencia y el propio acusado reconoció haber mantenido relaciones sexuales con la 
niña, por lo cual no concurre la modalidad comisiva de “seducción” de una menor, sino abuso sexual con 
acceso carnal con fuerza física y amenazas. 

La certeza para condenar puede alcanzarse de manera válida con las declaraciones de la víctima, las 
cuales deben ser consideradas como una prueba de capital importancia, de modo que el tribunal de mérito 
debe tomar posición respecto de la fidelidad y veracidad de tal versión; ello es así, máxime si en el caso los 
otros elementos incorporados al proceso confirman los extremos del relato acusador. 

El testimonio de la víctima posee elevada contundencia probatoria para acreditar fehacientemente los 
extremos fácticos de la imputación, si su entidad indicativa fue corroborada con los informes, examen médi-
co, testimonios y estudios psicológicos de la víctima y el acusado 

El bien jurídico protegido por la figura del abuso sexual con acceso carnal es la libertad sexual, en-
tendida como la libre disposición del cuerpo y abarca el pudor individual de las personas que sufren tales 
abusos, quienes ven afectada su integridad sexual, su pudicia individual. 

Existe concurso real si los sucesos juzgados asumieron una modalidad ejecutiva similar, aunque es-
tuvieron materialmente separados en el espacio y en el tiempo (lugares y momentos distintos). 
           La justa medida de la pena surge de la determinación de las circunstancias que influyen en la mayor 
o menor criminalidad del acto y en la mayor o menor responsabilidad del delincuente. Confluyen, así, en la 
determinación punitiva, elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la magnitud del injusto cometi-
do –circunstancias referidas al delito- y elementos subjetivos necesarios para establecer la culpabilidad y 
peligrosidad del autor –circunstancias referidas al delincuente y a las modalidades particulares del delito-. 
(Del voto de los Dres Posadas, Catalano, Díaz y Ferraris) 
             Es descalificable la sentencia, si según las constancias de la causa no se funda en los principios de la 
sana crítica y en la libertad de apreciación de las pruebas del juzgador, la que deja de ser absoluta cuando la 
conclusión a la que arriba se aparta definitivamente del hecho que se probó, en tanto el modo en que ocurrie-
ron los hechos fue derivado del relato efectuado por la menor en su declaración informativa que ha sido co-
rroborado por los exámenes médicos, informes psicológico y psiquiátrico del imputado, informe psicológico 
de la menor y por declaraciones testimoniales. 

Se debe considerar demostrada la configuración tipificada por el artículo 119, tercer y cuarto párrafos 
inc. f) del Código Penal, si resultan elementos del tipo penal objetivo la minoridad de la víctima y la circuns-
tancia de aprovechamiento de la situación de convivencia preexistente, con las consecuentes facilidades que le 
otorgan al sujeto esta proximidad y la relación de confianza con la menor. 

La agravante del inc. f) no requiere de la convivencia de las personas, sino que es compatible con la 
solución de continuidad y con relaciones de más corta duración. La razón de la calificante por el vínculo está 
dada exclusivamente por el hecho de que la relación parental facilite la tarea del autor. 

El interés superior del niño es la máxima satisfacción integral, simultanea de sus derechos y garant-
ías. Cuando exista conflicto entre los derechos e interés del niño frente a otro derecho e interés igualmente 
legítimo, prevalecerán los primeros. 

La pena es la consecuencia jurídica del delito, y como tal, para su imposición debe ser la conclusión 
fundada en la certeza de que la culpabilidad de los causantes fue debidamente acreditada en la causa, pues sin 
certeza no es posible condenar, y menos aún, si no se evaluaron los motivos en los que se basa la sanción. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C ORQUERA, HÉCTOR RUBÉN - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.889/12) (Tomo 184: 257/284 – 26/noviembre/2013) 



RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por la guarda y la convi-
vencia, abuso sexual simple y corrupción en perjuicio de menores de edad; concubino de la madre; valor de 
la declaración de la víctima; certeza para condenar; interés superior del niño.  
CUESTIÓN RESUELTA:  I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 711/714 vta.. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena, si en la sentencia recurrida el tribunal de juicio tuvo por acre-
ditado que el acusado cometió a lo largo del tiempo los delitos de abuso sexual con acceso carnal agravados 
por la guarda y la convivencia, abuso sexual simple y corrupción en perjuicio de dos menores, en base al 
relato de las víctimas en cámara Gesell, a los exámenes médicos que se les realizaron, al resultado de los 
análisis de A.D.N. sobre elementos secuestrados y a los estudios psicológicos, y otorgó credibilidad a dichos 
testimonios por el lenguaje usado, revelador de que no fueron inducidos y por la coincidencia recíproca en 
cuanto a circunstancias y modalidades de los abusos, ya que en varias ocasiones una de las niñas fue testigo 
presencial del hecho en perjuicio de la otra. 

Los delitos de abuso sexual se desarrollan en su generalidad en ámbitos privados o aislados que re-
sultan proclives a su consumación y frente a ello debe admitirse el análisis de todo rastro, vestigio e indicio a 
efectos de dilucidar lo acontecido, pues de lo contrario se correría el riesgo de que la simple ausencia de testi-
gos implicara la impunidad. 

Nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente sólo en la declaración testimonial de 
la víctima de abuso sexual, siempre y cuando ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspec-
tos que determinan que le sea asignada credibilidad, convirtiéndola en un elemento preponderante por sobre la 
negativa del acusado. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad 
de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un conven-
cimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los 
que revisten carácter neutro o favorable al encausado. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posa-
das, Vittar y Catalano) 
             El abuso sexual infantil supone la existencia de una relación de poder sobre los niños y niñas ejercido 
por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual el abusado no tiene posibilidades efectivas de 
manifestar su consentimiento. Es por tal razón que cuando se aborda un supuesto de abuso sexual infantil es 
necesario tener en cuenta, al momento de valorar los hechos y la prueba rendida, que nos encontramos frente 
a un fenómeno delictivo de características especiales porque estos hechos no son normalmente públicos sino 
que acontecen en la esfera privada, en la intimidad y sin testigos. 

El derecho de menores presenta como su más destacada nota distintiva el carácter tutelar y protecto-
rio que orienta todas sus normas. La particularidad de los menores está dada por no tratarse de seres comple-
tamente desarrollados en sus aspectos biológicos, psíquicos y sociales por lo que el derecho que los ampara se 
debe considerar con una orientación tuitiva que se muestre presente en todo momento y que se convierta, a la 
vez, en principio interpretativo. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
              En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. Los abusadores, los violadores o los ultrajadores tienen en común dos características: operar 
sobre la víctima desprevenida y elegir el momento del ataque, cuando nadie puede percatarse de su abyecto 
cometido. 

En el caso de abuso sexual de los menores de 13 años, la protección es el ámbito de libertad, a lo que 
se agrega el problema de la inmadurez sexual de la víctima. Por ello es que además de la violación a la auto-
nomía de la libertad, especializada en el ámbito sexual, se puede afirmar que también está en juego la intangi-
bilidad sexual o de indemnidad sexual. 

Corresponde calificar la conducta del imputado como abuso sexual simple de una menor, si se acre-
ditó que su intención tendía a desahogar sus propias apetencias sexuales. Es un delito doloso representado por 
la finalidad impúdica del actor que cede a un impulso repentino, rápidamente satisfecho sin consumar el acce-
so carnal ni someter al menor a tratamientos lascivos de otro tipo que pudiesen ser indicativos de que se pro-
puso o hizo factible la corrupción de menores. 

Las conductas gravemente ultrajantes que agravan el delito de abuso sexual, son los actos que objeti-
vamente tienen una desproporción con el propio tipo básico que produce en la víctima una humillación más 
allá de lo que normalmente se verifica por el abuso en sí.  

El delito de abuso sexual con acceso carnal se consuma cualquiera sea el grado de penetración, de 
modo que no se requiere penetración completa ni el perfeccionamiento fisiológico del acto sexual. Es un deli-
to de acción, es decir que se realiza a través de una conducta activa con exclusión de todo comportamiento 
omisivo; es de mera conducta o de pura actividad. 

La calificante por el vínculo está dada exclusivamente por el hecho de que la relación parental facili-
te la tarea del autor. 



El concubino de la madre de las víctimas se encuentra atrapado por la calificante, cuando actúa como 
jefe del hogar respecto de los hijos menores de su concubina dada su condición de encargado de la guarda, 
también llamado guardador.  

En el delito de corrupción de menores, el bien jurídico protegido es el desarrollo normal de la sexua-
lidad y se protege el candor, la inocencia o la ineptitud por falta de madurez mental para entender el significa-
do fisiológico del acto.  

El dolo requerido por la figura del artículo 125 del Código Penal no es el de corromper a la víctima, 
sino simplemente el de realizar actos libidinosos, se tenga o no en vista la corrupción misma; es decir que 
basta con que el acto cumplido tenga la capacidad e idoneidad suficiente para torcer prematuramente el instin-
to sexual. 

La Convención de los Derechos del Niño consagra expresamente el principio del interés superior del 
niño, al que define como la máxima satisfacción integral, simultánea de los derechos y garantías reconocidos 
en el mencionado instrumento, disponiendo, además, que cuando exista conflicto entre los derechos e interés 
del niño frente a otro derecho e interés igualmente legítimo prevalecerán los primeros. (Del voto del Dr. Cor-
nejo). 
TRIBUNAL: Dres.  Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: C/C SARAVIA, CÉSAR DAVID – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
36.232/13) (Tomo 184: 53/84 – 26/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas, carácter formal; valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 371/374 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de amenazas, si el tribunal otorgó verosimilitud 
suficiente al testimonio de la víctima quien manifestó que el acusado fue hasta su domicilio y lo amenazó, en 
concordancia con lo relatado por un testigo al señalar que el acusado le dijo que iba a matar al denunciante 
mientras le mostraba un cuchillo que tenía en la mano, lo que permite reconocer efectiva historicidad a la 
hipótesis fáctica develada en la causa, atribuyéndole como propio al imputado el delito que se le imputa. 
            El delito de amenazas requiere que con voluntad libre se ejecuten actos tendientes a alarmar o infun-
dir temor en la víctima, aun cuando los dichos se vertieran en el acaloramiento de una riña o en una situación 
de ofuscación análoga, pues no es necesario que el autor obre con una especial finalidad de ánimo. 
           Si bien el temor sufrido efectivamente por la víctima no es un extremo que integre la figura penal de 
amenazas dado que se trata de un delito formal que se satisface con la capacidad o idoneidad objetiva de la 
advertencia vertida para provocar alarma o amedrentamiento, sí adquiere especial significación en orden a 
determinar la gravedad y seriedad de las amenazas, en función de su verosimilitud y de la conducta preceden-
te del sujeto activo del delito. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FIGUEROA, DAVID ADRIÁN; ACOSTA, OMAR JORGE - RECURSO 
DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 36.037/12) (Tomo 184: 803/808 – 20/diciembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio calificado por alevosía en concurso real con amenazas; 
valoración de la prueba, sana crítica, principio de libertad probatoria; inmediación; violencia de género. 
 CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 531/535 vta..  
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de homicidio calificado por alevosía en concurso 
real con el delito de amenazas, si el tribunal de juicio tuvo por probado con grado de certeza que el imputado, 
que se encontraba ingiriendo bebidas alcohólicas en el fondo del domicilio esperó que todos los integrantes de 
la familia se encontraran dormidos para ingresar al interior de la casa munido de una escopeta y allí encontró 
a su concubina parada a los pies de la cama donde descansaba su hijo y, aprovechando el estado de indefen-
sión de la nombrada realizó un disparo desde corta distancia sobre ella cuando se hallaba de costado, oca-
sionándole la muerte de inmediato, en base a una valoración de las pruebas producidas conforme a las reglas 
de la sana crítica, concluyendo que el acusado obró con el claro designio de matar, preordenando su accionar 
ya que con anterioridad la había amenazado de muerte y, no obstante habérsele prohibido por orden judicial 
acercarse a la víctima, hizo caso omiso y llevó a cabo el acto criminal induciéndola previamente a engaño y 
asegurando el resultado sin riesgo para su persona en virtud del estado de indefensión. 
         El carácter alevoso del homicidio es evidente, si el autor no sólo logró ganar la confianza de la futura 
víctima, en base a promesas de cambio de su actitud hacia ella, a quien luego mató sorprendiendo su buena fe 
sino que, además, actuó aprovechando que la víctima estaba desprevenida en esos momentos, asegurando así 
su objetivo de matarla sin correr riesgos, toda vez que esperó el momento propicio para hacerlo, habiendo 
previamente preparado la situación al haberse munido de una escopeta. 
             La alevosía exige una acción preordenada para matar sin peligro para la persona del autor, así, exige 
objetivamente, el ocultamiento de la intención criminal y la situación de indefensión de la víctima, y subjeti-
vamente, la preordenación de la conducta para matar sin peligro o sobre seguro. 
             El tribunal de casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la inmediación que 
da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una prueba 
producida en la audiencia de debate que el tribunal conoció de manera directa, salvo que su apreciación apa-



rezca dotada de un sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o que no se halle 
acompañada de fundamento alguno 
             El principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente 
aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier 
elemento razonablemente apto para establecer la verdad. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, 
Cornejo, Díaz,  Kauffman) 
               La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclu-
sión de aquellas que son abusadas, física o psíquicamente por sus parejas, que se encuentran en una posición 
de dominación-sometimiento. 
             Sólo un análisis con una adecuada perspectiva de género permite desbrozar las múltiples circunstan-
cias que han intervenido para que una mujer se encuentre en la situación de sometimiento brutal que puede 
implicar la violencia de género en el ámbito de la familia, a punto de exponerla a perder su vida 
             Es violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, liber-
tad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad 
personal. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C POSADAS, DOMINGO HIPÓLITO – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. N° CJS 35.717/12) (Tomo 184: 523/542 – 28/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo; conducción antirreglamentaria de un colectivo 
del servicio urbano de pasajeros; valoración de la prueba, sana crítica. Individualización de la pena, inci-
dencia de culpas concurrentes en materia penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 308/312.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de homicidio culposo, si el tribunal 
de juicio tuvo por probado en grado de certeza, que conducía un colectivo del servicio urbano de pasajeros 
transportando a los pasajeros con la puerta delantera del vehículo abierta, conforme surge de la declaración  
del propio imputado y de los testigos, circunstancia en que el damnificado, quien se encontraba en estado de 
ebriedad, pretendió descender del colectivo y al perder el equilibrio, cayó por la puerta y su cabeza golpeó 
contra el pavimento, provocando ello su deceso, lo que demuestra la infracción a la norma reglamentaria y, 
consecuentemente, el nexo de causalidad con el resultado acaecido. 
    La caída al suelo de una persona mayor desde un ómnibus con escalones altos, estando el rodado en 
movimiento, tiene sobrada aptitud letal, situación que al vincularse causalmente con la omisión a los deberes 
de prudencia, cuidado y previsión del encartado, determinaron que el mismo fuera declarado penalmente 
responsable del delito de homicidio culposo.  
 Se encuentra prohibido en los vehículos en circulación, fumar, sacar los brazos o partes del cuerpo 
fuera de los mismos, o llevar sus puertas abiertas.  
 En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un 
lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación 
alguna.  
 Es justa la pena impuesta, si el tribunal consideró que medió un obrar imprudente del acusado, con-
ducta que ha tenido una importancia decisiva en el accidente y que es lo relevante para responsabilizarlo en 
los términos requeridos por el fiscal, sin que a ello obste que el afectado hiciera un aporte de carácter culposo 
o no para la concreción del accidente, sin perjuicio de haber considerado como atenuante de la sanción la 
conducta imprudente de la víctima al pretender bajar del colectivo mientras se encontraba aún en movimiento, 
y el estado de acentuada embriaguez en que se encontraba, acreditado en virtud del certificado de alcoholemia 
agregado en la causa. 
            La conducta culposa del afectado cuando confluye con la del acusado, es un factor que tiene relevan-
cia a los fines de una necesaria consideración en relación a una adecuada mensura de la pena. Este último 
aspecto, puede en todo caso servir para atenuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene 
el efecto de eliminarla; actúa como reductor de la reprochabilidad en el ámbito de la medición de la sanción 
aplicable. 
           En materia penal, a diferencia del ámbito civil, no incide la existencia de culpa concurrente. No hay, 
por ello una neutralización de culpas recíprocas. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz    DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “C/C FLORES, CARLOS EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.794/12) (Tomo 184: 385/396 – 27/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de lesiones leves y amenazas, concurso real; certeza para condenar; 
principio de libertad probatoria, valor de la declaración de la víctima; violencia de género. 



CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 72/76. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por los delitos de lesiones leves y amena-
zas, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que al llegar la víctima a su domicilio fue atacada por su con-
cubino, quien sin mediar palabra le propinó un golpe de puño en el ojo izquierdo, para acto seguido amena-
zarla de muerte y agredirla nuevamente tirándola al piso mediante un puntapié en la espalda, donde siguió con 
los golpes, lo que le ocasionó una hinchazón en la parte posterior de la cabeza, en base al certificado médico 
extendido por el médico de policía que da cuenta de lesiones que coinciden con el accionar descrito por la 
denunciante y, en cuanto a las amenazas de muerte, tuvo en cuenta la descripción del hecho que en la audien-
cia de debate efectuó la víctima, coincidente con su anterior deposición, a la que otorgó credibilidad. 
            Es válida la decisión del tribunal de priorizar los dichos de la afectada por sobre la negativa del im-
putado, si se ha tomado en base a una apreciación directa de los protagonistas, en particular sobre los efectos 
de la conducta intimidatoria, dado que en los aspectos esenciales del testimonio de la víctima, también trans-
criptos en el fallo, está la clara alusión al temor y la angustia que le infundieron los anuncios del acusado, 
reforzados con la efectiva violencia física ejercida en ese mismo momento. (Del voto de los Dres. Díaz, Fe-
rraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 
             Es responsable el imputado de los delitos de lesiones leves y amenazas simples en perjuicio de la 
víctima, si su versión, presentada primero en la denuncia y luego en la audiencia de debate, es coherente y ha 
sido avalada por otros elementos de cargo, como son el certificado médico que da cuenta de las secuelas que 
dejara el hecho en absoluta concordancia con lo manifestado por la testigo y, con carácter indiciario, el infor-
me ambiental.  
 El principio de libertad probatoria permite que la solidez de un testimonio pueda por sí dar sustento a 
un pronunciamiento condenatorio o servir de base a la demostración en grado de certeza sobre un determina-
do extremo del hecho, siempre que se respeten los principios a que se encuentra supeditada la valoración de la 
prueba y la construcción racional del fallo.   
 Existe un concurso real de delitos, si la seriedad de las amenazas proferidas –anuncio de un mal 
sobre la vida de la víctima- surge de la materialización contemporánea del otro delito –daño en el cuerpo- y, 
aun cuando fueron materializadas en idéntico contexto fáctico, no guardan identidad con aquél ni permite 
algún tipo de relación que excluya alguna de las transgresiones o las haga concurrir idealmente, por lo cual su 
comisión es independiente. (Del voto de los Dres. Posadas y Catalano) 
              La Convención de Belém do Pará conmina al Estado Argentino a sancionar y erradicar todo tipo de 
violencia contra la mujer.  
 La violencia doméstica se entronca con la propia naturaleza de las relaciones familiares, que por sus 
características de subordinación y dependencia favorecen la posesión de dominio de los miembros más fuertes 
sobre los más débiles. Pero mientras los niños, los ancianos o los incapaces ocupan necesariamente una posi-
ción de partida subordinada y son naturalmente vulnerables, a la mujer es el agresor a la que hace vulnerable a 
través de la violencia. 
 Es violencia de género todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la liber-
tad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de la libertad.   

La responsabilidad del estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclu-
sión de aquellas que son abusadas, física o psíquicamente por sus parejas o ex parejas, que se encuentran en 
una posición de dominación–sometimiento. (Del voto de la Dra. Kauffman)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C SUICA, SIXTO ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 36.242/13) (Tomo 184: 293/304 – 26/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves; valoración de la prueba, sana crítica, sistema de 
libertad probatoria; certeza necesaria para condenar; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 76/78. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de lesiones leves, si el tribunal 
tuvo por probado que arribó a su domicilio y luego de una discusión con la víctima, la agredió físicamente 
produciéndole lesiones en su cuerpo, a partir de una valoración del testimonio del acusado y de su concubina 
que coinciden en relación a la discusión que tuvieron el día del hecho, y si bien en el debate ambos trataron de 
relativizar lo sucedido, las lesiones se encuentran acreditadas por el informe mé-dico que fuera ratificado en la 
etapa de juicio. 
    La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición de los acusados. Sin embargo, la viabilidad de un pronun-
ciamiento contrario a los acusados requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo 
racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado. 
           En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y de sana crítica racional. Ello 
implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley 
y que, sea cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, 



conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directi-
va o tasación alguna. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
              Es violencia de género todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la liber-
tad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad. La violencia en contra de la mu-
jer, se describe como la manifestación más brutal de la desigualdad entre el hombre y la mujer en nuestra 
sociedad y se define como la violencia que se dirige sobre las mujeres “por el hecho mismo de serlo, por ser 
consideradas por sus agresores carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de deci-
sión”. 
           La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, que 
tienda a evitar que alguien que pertenece a su entorno familiar les cause daño, en razón de encontrarse en una 
posición de dominación-sometimiento. 
           La gravedad del maltrato (amenazas, violencia psicológica, lesiones) reside en el riesgo cierto y 
directo para la vida e integridad que se deriva del clima permanente de violencia, como demuestran los estu-
dios sobre el “ciclo de la violencia” como estado de aumento progresivo de la intensidad y frecuencia, por lo 
que se hace imprescindible visualizar las futuras conductas del agresor por implicar un mayor riesgo para la 
víctima. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
              En los supuestos en los que se pone de manifiesto una típica situación de violencia contra una mujer 
que vanamente intenta a “fortiori” impedir o morigerar los efectos del proceso que se lleva adelante contra su 
concubino agresor, se debe analizar la situación desde la perspectiva incorporada a nuestra legislación por las 
Leyes Nacionales 24632 (ratificatoria de la Convención de Belem do Pará de 1994) y 26485. (Del voto del 
Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
"C/C SEGUNDO, FREDY AMADO – RECURSO DE CASACIÓN”(Expte. Nº CJS 
36.030/12) (Tomo 184: 681/692 – 28/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo; motivación de la sentencia; valoración de la prueba, sana 
crítica. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 556/573 vta. 
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de robo presenta una motivación suficiente, si 
el tribunal de juicio tuvo por probado que ingresó mediante el uso de violencia a dos domicilios de los damni-
ficados, sustrayendo diversos elementos de su propiedad y, para llegar a esa conclusión tuvo en cuenta el 
reconocimiento de los damnificados del producto de los ilícitos hallados por personal policial en el interior 
del automóvil en que se desplazaba el acusado con otro sujeto, pocos días después en momentos en que segu-
ían deambulando por el sector; la declaración de un testigo que identificó al automóvil y a sus ocupantes y las 
inspecciones oculares, que constataron el uso de violencia en los picaportes de las puertas de entrada de las 
viviendas. 

La ponderación del cuadro probatorio y las razones que fundan la condena cuestionada no contienen 
defectos ni merecen objeciones, si la comisión de los hechos y la autoría del acusado surge de una apreciación 
integral y equilibrada de las constancias de la causa acorde a las reglas de la lógica, la psicología y la expe-
riencia común, que permite arribar con certeza a ese convencimiento. 

La imposición de la pena debe ajustarse a los elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar 
la magnitud del injusto cometido -circunstancias referidas al delito- y a los elementos subjetivos necesarios 
para establecer la culpabilidad y peligrosidad de los autores –circunstancias referidas a la personalidad y a las 
modalidades particulares del delito-. 

Es justa la pena impuesta si se ubica dentro del margen legal, se ajusta a los parámetros establecidos 
en los artículos 40 y 41 del Código Penal y encuentra fundamento en la comisión de varios hechos, por lo 
cual, determinada la responsabilidad penal del acusado, las anteriores condenas han sido ponderadas única-
mente a efectos de determinar la medida de la sanción y de acuerdo a los fines de prevención especial que ésta 
persigue, en relación a los cuales el instituto de la reincidencia no merece objeción constitucional. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Díaz, Samsón, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: “C/C DI 
MARCO, FABIO SERGIO; MARTOS, MAXIMILIANO NICOLÁS – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.503/13) (Tomo 184: 895/904 – 15/enero/2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de violación de domicilio, coacción, amenazas, daño y lesiones. Indi-
vidualización de la pena, prisión efectiva.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 183/187. 
DOCTRINA: La pena impuesta es justa, si el tribunal evaluó puntualmente, con los beneficios que brinda la 
inmediación, las condiciones personales del acusado, la reiteración de hechos, su personalidad agresiva, im-
pulsiva y violenta, el temor que infunde en el barrio que habita, su falta de trabajo y que se droga y alcoholiza, 
así como las particulares circunstancias del caso, y fundó en ellas la necesidad de imponer una condena muy 
próxima al mínimo de la escala, pero de cumplimiento efectivo.  



       La mensura de la pena, tradicionalmente considerada una cuestión de hecho reservada al poder dis-
crecional del tribunal de juicio, no es una materia que escape al deber de contralor del fallo que debe cumplir-
se conforme al criterio de máximo rendimiento, ya que disposiciones de jerarquía constitucional como el art. 
14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos aclaran expresamente que el derecho a recurrir 
del que goza el acusado le permite solicitar a una instancia superior que se expida no sólo respecto del fallo 
condenatorio sino también de la pena que se le ha impuesto. 

La justa medida de la pena consiste en la determinación de las circunstancias que influyen en la ma-
yor o menor criminalidad del acto y en la mayor o menor responsabilidad del delincuente. Confluyen así, en 
la valoración, elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la magnitud del injusto cometido -
circunstancias referidas al delito- y elementos subjetivos necesarios para establecer la culpabilidad y peligro-
sidad del autor -circunstancias referidas al sujeto y a las modalidades particulares del delito-. 

La regla es la prisión efectiva y la condicionalidad lo extraordinario. La condicionalidad no es una 
obligación del juez en casos de penas menores de tres años, sino una facultad que debe ser mensurada en cada 
caso. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Díaz, Samsón, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: “C/C CRUZ, 
PABLO EZEQUIEL – RECURSO DE CASACION” (Expte. Nº CJS 36.823/13) (Tomo 184: 
923/932 – 17/enero/2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excarcelación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 61/65. 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que deniega al imputado la excarcelación, si el tribunal ha 
tenido en cuenta que no se ha comprobado la configuración de datos de carácter objetivo y subjetivo que 
permitan excluir la presunción de que el encartado se sustraerá a la acción de la justicia, en virtud del monto 
de pena fijado en la sentencia que impide “prima facie” otorgar una condenación condicional o encuadrar lo 
solicitado en alguno de los supuestos previstos en el artículo 306 del Código Procesal Penal (texto según Ley 
6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Díaz, Samsón, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C YAZ-
LLE, OSCAR ROBERTO – INCIDENTE DE EXCARCELACIÓN – RECURSO DE CA-
SACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.739/13) (Tomo 184: 905/910 – 16/enero/2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excarcelación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 24/27 vta.. 
DOCTRINA: Por la gravitación que ejerce en el proceso el estado de inocencia, la privación de libertad no 
puede ser empleada como fin en sí mismo, es decir, como una pena, y para ser válidamente dictada, además 
de la gravedad del delito, debe encontrar su causa en el posible daño al proceso, sea a la averiguación de la 
verdad o a la concreta actuación de la ley penal, valorando en cada caso y en atención a sus particularidades 
objetivas y subjetivas; asimismo, tratándose de una medida cautelar, únicamente procede ante la verosimilitud 
del derecho que se quiere proteger y el peligro en la demora y, principalmente, debe ser útil, razonable y pro-
porcional al peligro que se quiere evitar. 
       Se debe confirmar la resolución que rechaza el beneficio de excarcelación solicitado, si se halla debi-
damente fundada en los términos del artículo 300 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifi-
catorias), en cuanto a la denominada peligrosidad procesal o repercusión negativa que para los fines del pro-
ceso puede tener la libertad del imputado.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón.   DOCTRINA: Dra. Galli     
CAUSA: “C/C BORGES, GERMÁN ISMAEL – RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. 
Nº CJS 36.689/13) (Tomo 184: 793/802 – 20/diciembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
2356/2361. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto, si el planteo de la defensa en 
relación al rechazo de la demanda civil por el incumplimiento del pago de los aportes provisionales y la tasa 
de justicia es a todas luces tardío y en nada afecta a los derechos de su parte pues al ser atinentes a la demanda 
civil, constituyen cargas tributarias impuestas al actor civil, no al demandado, por lo cual, no se verifica un 
gravamen concreto de difícil o imposible reparación ulterior y además, esos motivos de agravio no encuadran 
en las causales taxativas prescriptas por ley para la habilitación de esa instancia. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C MÉNDEZ, JUAN EDUARDO; LLANES, CRISTIAN ORLANDO; LLANES; 
WALTER ISAAC; LLANES, VÍCTOR A. Y OTROS – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 31.969/08)  (Tomo 184: 555/562 - 28/noviembre/2013) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, falta de adecuada fundamentación. Individualización 
de la pena. 
CUESTION RESUELTA: I. DECLARAR la inadmisibilidad formal del recurso de casación interpuesto a fs. 
439/442. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si el recurrente no satis-
face adecuadamente la carga procesal de adecuada fundamentación, en tanto se limita a reproducir un conjun-
to de conceptos ya tratados y resueltos, cuyos argumentos constituyen meras discrepancias con el fallo que no 
especifican el modo en que tal actividad produjo una irregular afectación a sus derechos, hizo caso omiso del 
marco normativo vigente o posee vicios que lo descalifiquen como un pronunciamiento jurisdiccional válido 
o que permitan abordar una nueva revisión. 

El derecho impugnativo de las partes en el proceso penal no es ilimitado, sino que se encuentra con-
cretamente condicionado por un conjunto de pautas relacionadas a la formal interposición y a la impugnabili-
dad objetiva y subjetiva, cuya falta de acatamiento produce la inadmisibilidad del planteo. (Del voto de los 
Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris y Vittar) 
              Corresponde avocarse al examen del punto de la sentencia puesto en crisis, pese a los defectos forma-
les que presenta el escrito del recurso de casación y en tanto es dable identificar la pretensión que, en definiti-
va, esboza el recurrente, a fin de garantizar el derecho a la doble instancia. 

Debe rechazarse el recurso de casación, si la pena impuesta al acusado en la sentencia es acorde a los 
parámetros del artículo 41 del Código Penal, encuentra motivación suficiente en las particularidades que ro-
dearon tanto al hecho cometido como a la personalidad del acusado y, por ende, no contiene vicios o defectos 
que habiliten a su revocación, modificación o anulación. 

En la valoración de la pena confluyen elementos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la mag-
nitud del injusto cometido -circunstancias referidas al delito- y elementos subjetivos necesarios para estable-
cer la culpabilidad y peligrosidad del autor -circunstancias referidas al autor y a las modalidades particulares 
del delito- (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.     DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: C/C BANEGAS, RAMÓN MARCELINO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
N° CJS 36.247/13) (Tomo 184: 129/138 – 26/noviembre /2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, garantía de la doble instancia, reiteración de agra-
vios valorados y resueltos por el tribunal de apelación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
200/201 vta.  
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si el derecho a la doble 
instancia se encuentra agotado atento a que el querellante reiteró los fundamentos que esgrimió al deducir el 
recurso de apelación ante el tribunal de apelación que resolvió confirmar el sobreseimiento.  

El derecho a la doble instancia tiene el sentido de afirmar una mayor seguridad y tutela mediante la 
doble verificación de un tribunal superior. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz y 
Ferraris) 
              Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si el recurrente pretende so-
meter a conocimiento del Tribunal de casación un sobreseimiento revisado y confirmado por la ex Cámara de 
Acusación, con lo cual se encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia, y en tanto no se advierte en 
los agravios expuestos otros motivos extraordinarios que “prima facie” habiliten a darle trámite. 

La garantía de la doble instancia se satisface a través de la interposición de un recurso que haya per-
mitido discutir cuestiones de hecho y de derecho. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris) 
             Se debe declarar la inadmisibilidad del recurso de casación impetrado si se ha cumplido con la nece-
saria revisión de la resolución cuestionada en razón de haber intervenido el tribunal de apelación, y los razo-
namientos del impugnante sólo se limitan a discrepar con lo resuelto por ese tribunal, resultando mas bien una 
reiteración de los argumentos apelativos, por lo que carecen de adecuación a los motivos previstos en el artí-
culo 466 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli    CAU-
SA: “CARRAL DE ERAZÚ, MARTHA NELVA – RECURSO DE CASACIÓN”  (Expte. 
Nº CJS 35.991/12) (Tomo 184: 247/256 – 26/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal, planteo de nulidad, ausencia de sentencia definitiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
269/271 vta. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación deducido contra la reso-
lución que desestima un planteo de nulidad de la fiscalía, pues no constituye sentencia definitiva ni equipara-
ble a tal por provocar un gravamen irreparable, en tanto de las constancias de la causa surge que no se ha 
cercenado su participación al ser debidamente notificada del decreto de apertura de la causa a prueba, que 
omitió ejercer las vías impugnaticias previstas en la ley para atacar las providencias si entendía que le causa-



ban perjuicio; como tampoco reiteró la solicitud de suspensión de los plazos, evidenciándose así una inacción 
por parte del Ministerio Fiscal que torna a la impugnación en extemporánea. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C MARTÍNEZ, CANDELARIO – RECURSO DE CASACIÓN”(Expte. Nº CJS 
36.180/12) (Tomo 184: 693/700 – 28/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba, falta 
de motivación, dogmatismo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 32/ 38 vta. y, en su 
metrito, declarar la nulidad del punto I de la resolución de fs. 18/20 vta. y ordenar que bajen los autos al tri-
bunal de origen para que se dicte una nueva resolución en los términos del art. 425 del C.P.P. (texto según 
Ley 7690) y de acuerdo al presente. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la resolución impugnada en cuanto concede la suspensión 
del juicio a prueba, por vicios de motivación, si al conceder el beneficio, instituto que en principio no resulta 
compatible con la prisión preventiva ordenada, el tribunal ordenó la libertad del acusado e impuso ciertas 
reglas de conducta que, por su naturaleza, parecerían funcionar en autos como sustitutos de la cautelar revo-
cada y, en lo que hace específicamente al beneficio en cuestión, no se efectúa la debida valoración de los 
delitos investigados ni de los ofrecimientos del acusado, por lo cual el trámite descrito repercute negativamen-
te en la resolución atacada y, en general, importa confundir dos aspectos distintos del proceso como son, por 
una parte, los incidentes correspondientes a la libertad del acusado y, por otra, las valoraciones que corres-
ponden al beneficio de la suspensión del juicio a prueba. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, 
Cornejo) 
                Debe revocarse la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba a favor del acusado de 
delitos que se habrían producido en un contexto de violencia de género, si las razones en que el tribunal se 
apoya para otorgar el beneficio, relativas a la pretendida protección del interés superior de los hijos, constitu-
yen un razonamiento meramente dogmático en tanto no se describe el modo en que tal interés se afectaría de 
proseguir el juicio. 

La suspensión del juicio a prueba resulta inconciliable e incompatible con el deber del Estado de 
brindar a la sociedad un mensaje que minimiza la violencia de género como problema social. 

Si en la causa no está cuestionada la calificación de los hechos como violencia contra la mujer, el de-
sarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de posibilitar que la víctima asuma la facultad de 
comparecer para efectivizar el acceso efectivo al proceso de la manera más amplia posible, en pos de hacer 
valer su pretensión sancionatoria, cuestión esta última que no integra, en ninguna forma, el marco legal sus-
tantivo y procesal que regula la suspensión del proceso a prueba. (Del voto de los Dres. Kauffman y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: C/C MARTÍNEZ, TOMÁS EMANUEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUI-
CIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.915/12) (Tomo 184: 
573/592 – 28/noviembre/2013) 
 
 RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de la sentencia que omite pronunciarse sobre el daño material re-
clamado y suspende la acción civil, principio de congruencia. Prejudicialidad penal.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR PARCIALMENTE al recurso de casación interpuesto a fs. 
136/138 y, en su mérito, declarar la nulidad del punto III de la sentencia de fs. 130 y vta., cuyos fundamentos 
obran a fs. 132/134 vta., y ordenar que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que se pronuncie respecto 
de la acción civil entablada. 
DOCTRINA: Debe declararse la nulidad de la sentencia que omite pronunciarse sobre el daño material recla-
mado, si la prueba tendiente a demostrar los daños, aunque se consideró incompleta, fue ofrecida por los acto-
res civiles oportunamente con la demanda y fue admitida sin restricciones, circunstancia que otorgaba al tri-
bunal facultades suficientes para fijar la indemnización empleando un razonable arbitrio. 
            Toda sentencia debe observar el principio de congruencia, de modo que debe existir conformidad 
entre el contenido de las resoluciones judiciales y lo que ha sido objeto de petición por las partes, o sea, corre-
lación entre lo debatido por ellas y lo resuelto por el órgano jurisdiccional; y que el acogimiento de la deman-
da civil puede tener lugar, ya sea que se absuelva al imputado en el aspecto penal o que se lo condene. 
           Para que las reglas de prejudicialidad previstas en el artículo 1101 del Código Civil adquieran voca-
ción aplicativa, se requiere la concurrencia de dos requisitos fundamentales: a) que existan dos procesos –uno 
civil y otro penal- por el mismo hecho y b) que la acción civil se ejerza existiendo un proceso penal pendiente. 
Cumplidos tales recaudos, los efectos de la regla consisten en la suspensión del dictado de la sentencia civil 
hasta que se produzca el pronunciamiento penal. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C SARANZ, MARISA DEL CARMEN - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.676/12) (Tomo 184: 405/414 – 28/noviembre/2013) 
 



RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, actos interruptivos, necesidad de contar con 
un informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 6/10 vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que proceda a constatar mediante los informes 
actualizados del Registro Nacional de Reincidencia, si existe o no un fallo condenatorio que haya interrumpi-
do el curso de prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Si en la causa la acción penal se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite del 
recurso de casación con el objeto de que bajen los autos a consideración del tribunal de origen, en el estado en 
que se encuentran, a fin de que proceda a constatar mediante los informes actualizados del Registro Nacional 
de Reincidencia si existe o no una sentencia condenatoria que haya interrumpido el término liberatorio. 

La extinción de la acción penal es de orden público y se produce de pleno derecho, por el transcurso 
del plazo pertinente, de tal suerte que debe ser declarada de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado 
de la causa y en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo. 
 Los tribunales deben pronunciar sus fallos atendiendo al estado de cosas vigente al tiempo de emitir 
sus sentencias, ya que no es posible que resuelvan cuestiones que en el curso del proceso hayan quedado 
abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo)  
               Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir, ya que no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han 
quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico.  
           Corresponde suspender el trámite del recurso de casación si en la causa la acción penal se encuentra 
prescripta, pero resta constatar si se dictó contra el imputado sentencia condenatoria por hecho delictivo co-
metido durante el plazo prescriptivo y que en virtud de lo previsto por el artículo 67 inciso a) del Código 
Penal lo haya interrumpido, lo cual no se cumple con un informe desactualizado del Registro Nacional de 
Reincidencia. 
 La prescripción de la acción es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcurso del 
plazo pertinente. Puede declararse de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma 
previa a cualquier decisión sobre el fondo, siendo ajena a ella la conformidad o disconformidad del interesa-
do, porque no causa a él ningún agravio. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
              Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación, si en el caso la suspensión del 
juicio a prueba fue peticionada ya fenecido el momento procesal correspondiente y, por ende, precluida la 
oportunidad para obtener el beneficio, por lo cual no puede ser objeto de revisión en casación. 
          La suspensión del juicio a prueba es una causal de extinción de la acción penal condicionada, su 
naturaleza es la de un beneficio y que sus fundamentos, comprendidas sus finalidades, a la par de impedir la 
estigmatización del imputado, radican en evitar la realización del debate y en descomprimir el sistema judi-
cial. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C DÍAZ, RODOLFO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.277/13) (Tomo 184: 231/240 – 
26/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal. Plazo razonable de duración del proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 6957/ 6964 y, en su 
mérito, revocar el punto IV de la resolución de fs. 6916/6926, aclarada a fs. 6930 y vta., y ordenar que bajen 
los autos al tribunal de origen para que se dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo al presente. 
DOCTRINA: Corresponde revocar la sentencia que rechaza el pedido de sobreseimiento por prescripción de 
la acción penal, si presenta falta de motivación o una motivación sólo aparente y desconoce la vigencia de 
normas de jerarquía constitucional que resultan aplicables al caso, al contrastar con el plazo máximo de doce 
años consagrado por el art. 62 inc. 2º del Código Penal y la duración de más de dieciséis años que lleva la 
dilatada sustanciación de la causa.  
           El instituto de la prescripción constituye la renuncia del Estado a la potestad represiva en tanto cum-
ple un relevante papel en la preservación de la defensa en juicio, al impedir que los individuos tengan que 
defenderse respecto de acusaciones en las cuales los hechos básicos han quedado oscurecidos por el paso del 
tiempo y al minimizar el peligro del castigo estatal por hechos ocurridos en un pasado lejano. 
           La amenaza penal no puede quedar suspendida ilimitadamente, ya que la prescripción es el instru-
mento realizador de otro derecho fundamental que es el de la definición de un proceso penal en un tiempo 
razonable, y los plazos del Código Penal son el marco máximo de posibilidad de perseguir punitivamente, 
pero la prescripción de la acción puede operar antes si en la hipótesis concreta el tiempo del proceso excedió 
el marco de razonabilidad establecido por la Constitución y el derecho internacional. 

El concepto de plazo razonable no resulta de sencilla definición y para establecer un lapso preciso 
que constituya el límite entre la duración razonable y la prolongación indebida de un proceso, es necesario 
examinar las circunstancias particulares de cada caso. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Posadas, 
Samsón y Vittar) 



              Las normas sobre prescripción de la acción deben interpretarse en consonancia con la garantía a 
obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas, derivada del art. 18 de la C.N. y del art. 8.1 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, elevada a jerarquía constitucional por el art. 75 inc. 22 
de la Carta Magna. Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su art. 14 inc. c) 
establece el derecho que tiene todo acusado a ser juzgado sin dilaciones indebidas. 
  Si bien la Ley 24759, donde la Argentina incorpora la Convención Interamericana contra la Corrup-
ción, cuyo propósito es el de prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción dando la respuesta al in-
terés general de la sociedad en la aplicación de la ley penal, particularmente en lo que atañe a la represión de 
casos de corrupción que involucran a funcionarios, ello no significa que este interés prime necesariamente 
sobre el derecho de todo individuo a que se decida en tiempo oportuno sobre la persecución penal emprendida 
en su contra. 

Sin perjuicio de las particularidades de la causa, como resultan ser el número de personas imputadas, 
la cantidad de hechos cuya comisión se le reprocha al acusado y las diversas incidencias y recursos promovi-
dos por las partes, la desmesurada magnitud del tiempo transcurrido: más de 16 años de proceso, excede con 
creces el plazo adecuado para la investigación y eventual reacción penal, por lo cual la continuidad de las 
actuaciones implicaría una vulneración de la seguridad jurídica y de los preceptos específicos de los tratados 
internacionales que consagran el derecho de todo individuo a ser juzgado en un plazo razonable. (Del voto de 
los  Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Samsón, Vittar  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C RAMOS, SERGIO OMAR – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.298/13) (Tomo 184: 1051/1078 – 04/febrero/2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Reenvío. Cómputo de la prisión preventiva.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 964/977 y, en su méri-
to, ordenar al tribunal de origen que proceda al cómputo de la pena impuesta a Hugo César Montivero Rodrí-
guez, con aplicación de la Ley Nº 24390, a los fines de su modificación y de la aplicación ultraactiva del art. 
7º de dicha normativa. 
DOCTRINA: Corresponde hacer lugar al recurso de casación y ordenar que el tribunal de origen proceda a 
efectuar el cómputo de la pena aplicando la Ley 24330, a los efectos de la modificación de la impuesta al 
condenado y la aplicación ultractiva del artículo 7º, en tanto ni a la Cámara de Acusación ni al tribunal de 
juicio les era lícito resolver sobre la procedencia de una vía recursiva interpuesta ante ellos sobre la base de 
postular la inaplicabilidad en el territorio de la provincia de una norma a la cual se ha reconocido carácter 
sustantivo en tanto modificatoria de las reglas de cómputo de la prisión preventiva contenidas en el art. 24 del 
Código Penal. 
TRIBUNAL EN FERIA: Dres. Díaz, Samsón –Jueces de Corte-, Abel Fleming y Raúl Román –Jueces del 
Tribunal de Impugnación llamados a integrar-.    DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C MONTIVE-
RO, HUGO CÉSAR – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.122/10) (Tomo 184: 
911/914 – 17/enero/2014) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal, necesidad de contar con 
un informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia; notificación de la sentencia de condena al 
imputado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 165/166 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 140/141 vta. y ordenar al juzgado de origen que proceda a constatar, me-
diante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria por otro delito 
que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Si al momento de resolver, el plazo de prescripción se encuentra cumplido, para dictar el sobre-
seimiento sólo resta verificar si se dictó contra el imputado una sentencia condenatoria por otro delito que 
haya interrumpido dicho plazo, mediante los informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia. 

Si bien el fallo de la Corte constituye sentencia firme en orden a la condena impuesta en la causa, su 
falta de notificación personal al acusado al no ser habido por el tribunal de grado, impide el inicio de la etapa 
de ejecución penal, por lo cual el proceso todavía no se encuentra concluido, la acción penal no agotó su co-
metido y continuó corriendo el lapso de prescripción. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cor-
nejo y Ferraris) 
             Es improcedente la solicitud de que se declare la extinción de la acción por prescripción, si el proceso 
penal se encuentra culminado con el dictado de la sentencia de condena del imputado que adquirió el carácter 
de firme, por lo cual la acción penal agotó su cometido y en consecuencia, se debe declarar formalmente in-
admisible el recurso de casación. 
           El imputado que no se encontraba a derecho por haberse evadido no puede pretender los beneficios 
de la prescripción de la acción bajo pretexto de que la sentencia no ha quedado firme y en consecuencia ha 
seguido corriendo el plazo, sólo porque no se le ha notificado de la sentencia de casación que él mismo había 
interpuesto a través de la intervención de su defensa técnica. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 



TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FARÍAS, ROSARIO ISAAC– RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.146/10) (Tomo 184: 33/42 – 26/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, cumplimiento de los requisitos necesarios 
para la procedencia del beneficio. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 20/28 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 14/16 vta. 
DOCTRINA: Corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba, si en la causa se encuentran cumplidos 
los requisitos necesarios para otorgar al acusado el beneficio. 
           Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el impu-
tado reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo 
necesario y, además, consienta que –cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el 4º párrafo del artículo 
76 ter del Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado 
respecto al cumplimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al 2º párrafo del artículo 20 ter del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano y Ferraris) 
              Debe concederse la suspensión del juicio a prueba, si en la causa se encuentran cumplidos los requi-
sitos necesarios para otorgar el beneficio. 

No resulta razonable ni se compadece, con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del 
Código Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos 
debido a que tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación, por lo cual, debe 
revocarse la resolución que denegó el beneficio de suspensión del proceso a prueba, porque de lo contrario se 
vulneraría inequitativamente la garantía de igualdad consagrada por la Constitución Nacional.  (Del voto del  
Dr. Cornejo) 
               El imputado podrá pedir la suspensión del juicio a prueba a partir del decreto de citación a juicio y 
hasta el tercer día de notificado del decreto de audiencia de debate. 

Corresponde declarar la nulidad de la petición de la suspensión del juicio a prueba, si el imputado so-
licitó el beneficio con anterioridad al tiempo legal establecido. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
               No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos con pena de inhabilitación, en vir-
tud de la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto 
de los Dres. Díaz y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris,  Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: C/C LLANOS BUSTAMANTE, FANGIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 35.509/12) (Tomo 
184: 143/168 – 26/noviembre /2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 376/ 379 vta. y, en su 
mérito, revocar la resolución de fs. 368/373 vta. 
DOCTRINA: No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si no se cumple con el requisito que 
en el supuesto viabiliza el instituto, de ofrecimiento de auto inhabilitación para conducir vehículos automoto-
res. 
      Para que la prohibición del último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, resulta 
necesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimiento per-
sonal y voluntario del imputado de auto-inhabilitarse. 
 La mentada necesidad de que el imputado no continúe con la actividad que ha generado la infracción 
penal o de neutralizar el riesgo de esa actividad, se efectiviza imponiendo la incapacidad, consentimiento de 
por medio. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano). 
               No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Códi-
go Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
              Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación por una 
razón de equidad elemental. 
           El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última “ratio” 
del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
art. 76 bis del Código Penal a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no 
supere los tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios 
enumerados. (Del voto del Dr. Cornejo) 



TRIBUNAL: Dres. : Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. 
Galli  CAUSA: “C/C CASTRO, FEDERICO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.097/11) (Tomo 184: 211/230 – 26/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, pago de la multa. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 158/ 160 y, en su méri-
to, modificar la resolución de fs. 150/152, ordenando el pago mínimo de la multa por la suma de $ 3.000 (pe-
sos tres mil) prevista en el art. 94 2do. párrafo, en función del art. 76 bis 5to. párrafo, ambos del C.P.  
DOCTRINA: El instituto de la suspensión del juicio a prueba requiere para su concesión el cumplimiento de 
determinadas exigencias de carácter objetivo, expresamente establecidas por el artículo 76 bis del Código 
Penal, entre las cuales se encuentra el pago mínimo de la multa.  
       Es posible eximir del pago de la multa a que alude el quinto párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal, siempre que se encuentre debidamente acreditado que el solicitante es una persona de escasos recursos. 
(Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano) 
               La resolución que concede al acusado el beneficio de la suspensión del juicio a prueba presenta 
adecuada fundamentación en relación a la eximición del pago de la multa, si se basa en lo establecido en el 
artículo 76 bis 5º párrafo en concordancia con el artículo 94 del Código Penal y el principio “pro homine”. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 
               No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito tiene pena de inhabilitación, en virtud de la 
expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del art. 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. 
Díaz y Posadas)  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MIRANDA, DANIEL FRANCISCO - RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 34.661/11) (Tomo 184: 185/202 – 26/noviembre/2013)  
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 58/62 vta. 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, 
en la instancia de grado, una reparación del daño que sea suficiente, razonable y acorde a la magnitud del 
daño causado a la víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los 
montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficien-
tes para ser estimado como un gesto serio y sincero de arrepentimiento activo y de internalización de la situa-
ción con la parte damnificada y el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. 

                             La valoración de la razonabilidad del ofrecimiento del daño corresponde al juez, sobre todo teniendo 
en cuenta la oposición de la víctima; debe analizar si existe proporción con el daño supuestamente causado y 
exponer las razones que basan su decisión, mediante resolución fundada. (Del voto de los Dres. Ferraris, 
Kauffman, Vittar, Catalano y Cornejo) 
             No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba, si la suma ofrecida como reparación del 
daño por el acusado, bajo ningún punto de vista es coherente a tenor del resultado del delito investigado, de 
homicidio culposo con resultado múltiple. 

                            El ofrecimiento de reparación del daño debe ser cuantificable, claro y serio, de conformidad a las 
constancias de la causa, acorde a la magnitud del daño causado y a sus propias posibilidades que, si bien no 
debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, 
tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la inter-
nalización del acusado con la víctima y con el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia en 
la vida real. 
            Para que tenga efecto en orden al beneficio de la suspensión del juicio a prueba la existencia de un 
seguro contratado, según inica el acusado en sus presentaciones, debió ser citado en el incidente a requeri-
miento de la parte y, en ese contexto, efectuar un ofrecimiento que reúna los parámetros de ley. (Del voto del 
Dr. Posadas) 
          No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito se encuentra conminado con pena conjunta de 
inhabilitación, en mérito a la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del art. 76 bis del Código 
Penal. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres.  Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: C/C ASTUDILLO ROSA, LISTER HUGO CÉSAR - RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 35.761/12) (Tomo 184: 85/98– 26/noviembre/2013) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Delito de abuso sexual simple agravado 
por la guarda; certeza para condenar. Individualización de la pena. Costas y honorarios. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR inadmisible el recurso de inconstitucionalidad concedido a fs. 577 
y vta. II. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 546/576. 



DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al imputado por el delito de abuso sexual simple agra-
vado por la guarda, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que cometió una pluralidad de tocamientos 
abusivos en perjuicio de una menor, sobrina de su cónyuge, durante los días en que ésta pernoctaba en la 
vivienda familiar y recibía del acusado clases de apoyo en matemáticas, a partir de la apreciación directa del 
testimonio de la víctima, quien durante la instrucción y el debate relató los hechos y la forma en que fueron 
develados a sus amigos y familiares cercanos, de los informes psicológicos, los testimonios y los indicios que 
relacionados hacen surgir una verdad histórica en forma indubitable. 
        La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustran la posibilidad de 
una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario a los acusados requiere un conven-
cimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los 
que revisten carácter neutro o favorable al encausado. 
           Si bien al individualizar la pena está prohibido tomar como agravantes elementos constitutivos del 
delito, bajo pena de vulnerar la garantía constitucional del “non bis in idem”, el tribunal no se encuentra im-
pedido de valorar las circunstancias especiales que presenta cada caso en particular, que son las que permiten 
afinar o individualizar la pena dentro de la amplia escala establecida por la norma penal. 
            Es justa la pena impuesta, si ponderada dentro del margen de la escala punitiva brindada por la cali-
ficación legal del hecho, se compadece enteramente con las circunstancias que rodean la causa, su forma de 
comisión, reiteración del proceder abusivo, y la persona del condenado, en cuanto al grado de reprochabilidad 
y peligrosidad demostrada en el hecho, con arreglo a los índices de ponderación que gobiernan la aplicación 
de la pena. 
            Las cuestiones referidas al financiamiento del proceso como lo son las costas y honorarios resultan, 
como principio, extrañas al recurso de casación, aunque la vía puede ser excepcionalmente admitida para 
controvertir decisiones afectadas por arbitrariedad o absurdo, cuyo señalamiento puntual debe efectuarse en el 
escrito de interposición, con el objeto de que “ab initio” sea apreciable la posible existencia de un agravio 
constitucional. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar y Catalano) 
            El abuso sexual infantil supone la existencia de una relación de poder sobre los niños y niñas ejercido 
por un adulto para su gratificación sexual, relación en la cual el abusado no tiene posibilidades efectivas de 
manifestar su consentimiento. Es por tal razón que cuando se aborda un supuesto de abuso sexual infantil es 
necesario tener en cuenta al momento de valorar los hechos y la prueba rendida, que nos encontramos frente a 
un fenómeno delictivo de características especiales, porque estos hechos no son normalmente públicos sino 
que acontecen en la esfera privada, en la intimidad y sin testigos. 
             El derecho de menores presenta como su más destacada nota distintiva el carácter tutelar y protectorio 
que orienta todas sus normas. La particularidad de los menores está dada por no tratarse de seres completa-
mente desarrollados en sus aspectos biológicos, psíquicos y sociales, por lo que el derecho que los ampara se 
debe considerar con una orientación tuitiva que se muestre presente en todo momento y que se convierta, a la 
vez, en principio interpretativo. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
             La figura de abuso sexual simple se satisface con el mero contacto de contenido libidinoso. 
             En la guarda se halla implícito el deber moral de asumir el amparo físico y moral del incapaz, que se 
entrega con la confianza de que habrá de ser resguardado debidamente. Al tener el guardador el cuidado de la 
persona del menor con el que convive bajo el mismo techo, está obligado a cumplir con el deber de vigilarlo o 
ampararlo, y el que comete alguno de los delitos contra la integridad sexual, con su conducta está violando 
gravemente ese deber que lo obliga a velar moralmente por el menor, a favorecer la formación de su persona-
lidad y, por tanto, a no atentar contra ella arrasando con su libertad y su dignidad. (Del voto del Dr. Catalano) 
             En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente, dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. 
             El bien jurídico que se protege es la reserva sexual de la víctima entendida como el respeto a su inco-
lumidad física y dignidad en tanto persona, especialmente desde la óptica de su pudicia personal-sexual. 
             En el caso de los menores de 13 años, la protección es el ámbito de la libertad, a lo que se agrega el 
problema de la inmadurez sexual de la víctima. 
             Corresponde calificar la conducta del imputado como abuso sexual simple de una menor, si se acre-
ditó que su intención tendía a desahogar sus propias apetencias sexuales. 
             La Convención de los Derechos del Niño consagra expresamente el principio del interés superior del 
niño, al que define como la máxima satisfacción integral, simultánea de los derechos y garantías reconocidos 
en el mencionado instrumento, disponiendo, además, que cuando exista conflicto entre los derechos e interés 
del niño frente a otro derecho e interés igualmente legítimo prevalecerán los primeros. 
             La pena es la consecuencia jurídica del delito, y como tal, para su imposición debe ser la conclusión 
fundada en la certeza de que la culpabilidad del causante fue debidamente acreditada en la causa, pues sin 
certeza no es posible condenar, y menos aún, si no se evaluaron los motivos en los que se basa la sanción. 
 La motivación es la base del reproche de culpabilidad por el acto: el motivo funda un mayor o menor 



reproche en razón directa con la intensidad de la conducta ilícita. De allí es que el artículo 41 del Código 
Penal proporciona las bases utilizables por el juez para fijar la pena en cada caso, teniendo en cuenta las cir-
cunstancias referidas a la conducta delictiva y las relativas a la personalidad del delincuente. (Del voto del Dr. 
Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C OLIVA, CARLOS BENJAMÍN – RECURSO DE CASACIÓN E IN-
CONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 36.012/12) (Tomo 184: 1/32 – 26/noviembre/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Reiteración de agravios tratados y resueltos en casación; 
cuestiones de derecho común. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 446/449.  
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular el recurso de casación, los cuales remiten al 
análisis de cuestiones de derecho común, y han sido tratados y resueltos con sustento en una profunda inter-
pretación de las normas aplicables al caso, aspectos cuyo conocimiento y decisión constituye materia reserva-
da a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 
48. 
         La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los 
argumentos de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción 
excluyente. 
 TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “C/C TOLABA, SEBASTIÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.287/11) (Tomo 184: 487/494 – 28/noviembre/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Reiteración de agravios tratados y resueltos en casación; 
suspensión del juicio a prueba; resoluciones que obligan a seguir sometido a proceso criminal. Doctrina de 
la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 113/126 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular el recurso de casación contra la resolución que 
deniega al imputado el pedido de suspensión del juicio a prueba y que han sido tratados y resueltos con sus-
tento en una profunda interpretación de las normas aplicables al caso, aspectos cuyo conocimiento y decisión 
constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso previs-
to en el art. 14 de la Ley 48. 
         Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reú-
nen por regla la calidad de sentencia definitiva a los efectos del art. 14 de la Ley 48. 
             La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas 
ajenos a la competencia específica de la Corte. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Kaufman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli    CAU-
SA: “C/C GUAYMÁS, ROGELIO HIGINIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.005/11)(Tomo 184: 
415/422 - 28/noviembre/2013) 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                            
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 


